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I.
Introducción

La preocupación ciudadana por la dimensión ambiental irrumpe con fuerza en Chile al inicio de la década de los noventa, coincidente con el retorno a la democracia después de 17 años de dictadura militar.  La lucha por la recuperación democrática, las libertades civiles y el respeto a los derecho humanos, ocupo la agenda pública de ONGs, organizaciones comunitarias y agrupaciones políticas. Solo algunas organizaciones tradicionales como el Comité Pro Defensa de la Flora y la Fauna, creada en 1968, mantenía una preocupación por lo ambiental, pero solo desde un perfil restringido a la conservación de la vida silvestre. 

El inicio del proceso de recuperación democrática con el llamado a plebiscito en 1988, coincidía la aparición de una creciente conciencia ambiental directamente vinculada a los graves problemas ambientales que estaban siendo evidentes a lo largo de todo el país, como consecuencia del intenso proceso exportador basado en los recursos naturales y de un modelo de desarrollo económico sin regulaciones ambientales. Los problemas de congestión y contaminación atmosférica en las ciudades, la deforestación del bosque nativo convertido en astillas y la gestión deficiente de las basuras comenzaban  y otros problemas manifiestos comenzaban a ser asumidos por la población.
A esto se sumaba las impactantes noticias de desastres ambientales provenientes del extranjero como las repercusiones del accidente  radioactivo de Chernobyl o las sobrecogedoras imágenes del buque Exxon Valdés derramando su mancha de 41 millones de toneladas de petróleo crudo las prístinas costas de Alaska. También contribuyo al despertar de esta conciencia la multitudinaria convocatoria ciudadana que tuvo el vigésimo aniversario del Día de la Tierra en abril de 1990. Se estaba entonces conformando el movimiento ambiental nacional.

Simultáneamente, desde el plano intelectual se difundía el Informe Brundtland “Nuestro Futuro Común” elaborado en 1987 por mandato de Naciones Unidas, criticando la dirección suicida que llevaba la sociedad en su proceso de crecimiento, proponiendo en su defecto el modelo de desarrollo sustentable, que concilie la eficiencia económica, protección ambiental y equidad social. Se trata de un desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la habilidad de las futuras generaciones de satisfacer sus propias necesidades. Incorpora conceptos claves, el de “necesidades”,- en forma preferencial las necesidades básicas de los más pobres- y el de ”límites” impuestos por la tecnología y la sociedad a la capacidad del medio ambiente de satisfacer las necesidades actuales y futuras.

El siguiente evento internacional que marco definitivamente la agenda de gobiernos,  partidos políticos, empresas   y las organizaciones de la sociedad civil fue la realización en 1992, en Río de Janeiro, Brasil,  de la Conferencia Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, conocida como Cumbre de la Tierra. Este encuentro que reunió por primera vez a más de  120 jefes  de Estado, fue el punto que institucionalizó definitivamente el tema ambiental en la agenda política, social y económica. Desde entonces nada sería igual. Hoy día no existe actor social, público o privado, que no tenga incorporado, al menos al nivel del discurso, el concepto de desarrollo sustentable. Si bien esta amplia aceptación puede deberse a la ambigüedad del término, debemos reconocer como un éxito político el consenso generalizado alcanzado por el mismo.

II.
 La Institucionalidad Ambiental en Chile

En este contexto, y sumado a las necesidades de la incipiente democracia chilena de integrarse rápidamente al intercambio comercial mundial con crecientes exigencias ambientales, Chile inicia su proceso de construcción de su institucionalidad ambiental, que culminó en la promulgación en marzo de 1994 de la Ley 19300 de Bases del Medio Ambiente (ley marco) al término del periodo presidencial del primer gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia, encabezado por el demócrata cristiano Patricio Aylwin Azócar.

Hasta entonces la institucionalidad ambiental era un conjunto disperso de leyes y reglamentos ejercidos por distintos servicios públicos, sin una mirada global e integradora. La Ley de Bases del Medio Ambiente crea la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) como un servicio público descentralizado, de carácter transversal y coordinador. La Comisión esta supeditada al Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, cuyo Ministro preside el Consejo Directivo, órgano superior de la Comisión que agrupa a todos los ministerios con relevancia ambiental. De esta forma, el modelo institucional chileno abandona la idea de un supraministerio del medio ambiente y recursos naturales y  adopta un modelo de gestión coordinador que no reemplaza las funciones y competencias ambientales de los ministerios sectoriales.

En el ámbito de la participación ciudadana, antes de la promulgación de la Ley en 1994, tampoco existía una normativa que ofreciera la posibilidad de participar en forma sistemática en el área ambiental. Por otra parte, el interés por el tema del medio ambiente, se ha venido instalando a nivel masivo en nuestro país en los últimos 10 a 15, contribuyendo en esto el mayor acceso a información sobre el creciente deterioro del medio ambiente a nivel mundial y nacional. y el notorio aumento en la cobertura del tema en los medios de comunicación. Estas condiciones han permitido a la ciudadanía ir pasando de la pasividad a la actividad frente a situaciones que amenazan su calidad de vida. La formación de grupos ecológicos a raíz de un proyecto o problema ambiental específico es un ejemplo de esto, ya que ha sido una forma de organización común en el último tiempo.

III.
La participación ciudadana como principio de la Política Ambiental

La Constitución chilena de 1980 aborda el tema ambiental estableciendo como mandato explícito el deber del Estado de asegurar a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza. Señala, también, a la conservación del patrimonio ambiental como una de las funciones sociales de la propiedad.
La política ambiental chilena tiene como base conceptual el desarrollo sustentable, cuya línea busca conciliar la protección del medio ambiente con el desarrollo económico, en un marco de equidad social y transparencia pública. La política ambiental de hecho se ha basado en una serie de principios que brindan coherencia y permean los aspectos legales, institucionales, e instrumentales utilizados en la gestión ambiental del gobierno. Entre estos principios esta el de la gradualidad y mejoramiento continuo, la responsabilidad del causante, la estabilidad, la sustentabilidad y el de la participación ciudadana.

La participación ciudadana en un sistema democrático como el nuestro permite incorporar la posibilidad y capacidad de la población de intervenir e influir en la toma de decisiones en el ámbito público sobre materias que de una u otra manera la involucra, en un contexto de derechos y obligaciones. Este principio es recogido por la Ley de Bases del Medio Ambiente en su artículo 4, al señalar que “es deber del Estado facilitar la participación ciudadana y promover campañas educativas destinadas a la protección del medio ambiente”. 

De acuerdo al espíritu de la Ley, la participación de la ciudadanía es un elemento necesario para lograr una correcta protección ambiental. Por esta razón, el cuerpo legal la considera como un instrumento de gestión, y un elemento de los demás instrumentos, a la vez que está presente en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; las Normas de Calidad Ambiental y Preservación; las Normas de Emisión; y los Planes de Manejo, Preven​ción o Descontaminación, como también en la composición de los Consejos Consultivos de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y de las Comisiones Regionales del Medio Ambiente,  y en la educación formal y no formal.  Así,  la participación ciudadana  es un tema transversal,  cuyo fin es incorporar la opinión informada de todos los interesados en las decisiones de la autoridad ambiental.

El documento “Una Política Ambiental para el Desarrollo Sustentable” aprobada por el consejo directivo de la Conama el 9 de enero de 1998 incorpora la participación como un principio de esta política estableciendo que “una gestión ambiental legítima, trasparente y socialmente consensuada, es solo posible a través de la concurrencia de los intereses y preocupaciones de la comunidad local, de los académicos, de ONGs, de los propios afectados, de los grupos de opinión, de los trabajadores, de los sectores productivos y de la ciudadanía organizada. La participación permite reconocer las legítimas diferencias entre las partes, así como buscar acuerdos y consensos ambientales”.

El documento establece también como uno de los siete objetivos declarados de la política ambiental  el “Involucrar a la Ciudadanía en la Gestión Ambiental”, a través de “lineamientos institucionales, conducir procesos de participación ciudadana en el ámbito establecido por la ley 19.300 y ampliar estas instancias para involucrar a la gente  en la temática ambiental, ponderando adecuadamente sus planteamientos. Al mismo tiempo, considera necesario generar programas conducentes a la modificación de conductas y prácticas para hacer más efectiva la co-responsabilidad  en el cuidado del medio ambiente”.

IV.
La Participación Ciudadana como Instrumento de Gestión Ambiental

La participación ciudadana adquiere relevancia en la medida en que permite gestionar y validar las decisiones que se adopten en temas relacionados con el medio ambiente. En este sentido, es también un instrumento de gestión ambiental.

La Ley de Bases del Medio Ambiente GBMA establece en forma explícita  ciertos mecanismos mínimos o plataforma básica de participación ciudadana, sin ser éstos restrictivos. Por lo mismo, dicha ley constituye un desafío para todo los actores involucrados en buscar mecanismos complementarios que contribuyan a que sea más efectiva en cuanto a compatibilizar tanto el cuidado del medio ambiente como también las necesidades de desarrollo económico de la población.

Dichos mecanismos mínimos de participación se encuentran explicitados en la Ley en el sistema de evaluación de impacto ambiental, en la fijación de normas ambientales, en el desarrollo de planes de prevención y descontaminación, en el uso del derecho para efectuar denuncias por eventuales infracciones ambientales, en la constitución de los consejos consultivos nacionales y regionales de Conama, en el Fondo de Protección Ambiental e indirectamente a través de los programas de educación ambiental. 

V.
 Mecanismos de Participación Ciudadana en la Ley 19. 300

5.1
En el Proceso de Generación de Normas, Planes y Regulaciones de Carácter Ambiental se debe consultar a organismos competentes, públicos y privados, tanto durante los procesos de generación de normas de calidad ambiental y de emisión, como de elaboración de planes de prevención y de descontaminación para que entreguen aportes y antecedentes técnicos, científicos, sociales y económicos sobre la zona afectada o contaminantes a normar. Al mismo tiempo las personas naturales o jurídicas pueden entregar observaciones y anteponer reclamos a las decisiones tomadas por la autoridad. 

5.2
En el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, la ley establece algunos mecanismos mínimos que disponen que el proponente deberá publicar un extracto del estudio en el Diario Oficial y en un periódico de circulación regional o nacional, según sea el caso. Adicionalmente, las organizaciones ciudadanas podrán conocer el contenido de los EIA, con excepción de los antecedentes necesarios para proteger invenciones o procedimientos patentables. Las organizaciones ciudadanas y las personas afectadas pueden formular observaciones a los EIA, dentro de un plazo de 60 días.


La autoridad ambiental debe ponderar, en los fundamentos de la resolución que emita sobre un estudio de impacto, sea favorable o negativa, todas las observaciones que reciba, y notificar a quienes las formularon. Si las observaciones no son debidamente ponderadas, quienes las hayan presentado pueden reclamar ante la autoridad superior dentro de un plazo de quince días; y ésta debe pronunciarse sobre la reclamación antes de 30 días. Cabe hacer presente que las opiniones emitidas no son vinculantes para la autoridad, aunque sí debe considerarlas para los efectos de adoptar su decisión.


Además de los espacios de participación formal, amparados en la legislación, la CONAMA ha implementado instancias complementarias para que las personas y organizaciones puedan tener un papel más activo en la gestión ambiental. Un ejemplo concreto de ello es la Participación Anticipada en el marco del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


La Participación Anticipada es un mecanismo impulsado por la CONAMA cuyo objetivo es que, voluntariamente, las empresas o proponentes de proyectos y actividades incorporen las demandas e inquietudes de la comunidad antes de elaborar y presentar formalmente su estudio de Impacto Ambiental , idealmente desde la etapas de diseño de sus proyectos.


La Participación Anticipada ha tenido resultados muy positivos, ya que facilita una relación de cooperación, entendimiento y confianza temprana entre los proponentes y la ciudadanía afectada, permitiendo que ésta conozca desde el principio los potenciales efectos ambientales del proyecto y, de esta forma, se canalicen adecuadamente sus dudas e inquietudes.

5.3
Otra manera de participar contemplada en la Ley  emprendiendo una acción por daño ambiental. Esta acción, contra el que provoque daño ambiental, puede ser ejercida con el solo objeto de obtener la reparación del medio ambiente dañado. Sin perjuicios de otras medidas como, la institución jurídica del recurso de protección  o acciones indemnizatorias ordinarias donde cualquier particular que se sienta afectado por una actividad, puede acudir a los tribunales de justicia para demandar la reparación del mal causado.

5.4
También, dentro de la Ley se recoge la participación de la sociedad civil a través de los denominados Consejos Consultivos,  a nivel nación como en cada una de las trece regiones del país. Estos incluyen a representes de los científicos, organizaciones no gubernamentales, académicos, empresarios y trabajadores y le corresponder absolver consultas y emitir opiniones sobre distintas regulaciones y resoluciones de carácter ambiental que  le sean sometidos a su conocimiento.

5.5
También se canaliza la participación ciudadana a través del Fondo de Protección Ambiental. Creado por la Ley de Bases del Medio Ambiente, este fondo concursable tiene como objetivo financiar total o parcialmente proyectos destinados a la protección o reparación del medio ambiente, la preservación de la naturaleza o
la conservación del patrimonio ambiental. Está orientado a la ejecución de iniciativas comunitarias locales de mejoramiento ambiental, capacitación y difusión.

5.7
Educación Ambiental: Como complemento a la participación formal, la Ley estipula que tanto la investigación como la educación ambiental son áreas clave en las cuales es necesario el aporte de la comunidad. Para apoyar y fomentar estas iniciativas, la CONAMA ha realizado de manera voluntaria, abierta y gratuita, talleres educativos para preparar e informar tanto a personas como a organizaciones acerca de las instancias y mecanismos con que cuentan para ejercer su  derecho a participar. Se trata de programas orientados a promover conductas y prácticas que permitan hacer efectiva la co-rresponsabilidad ciudadana en el cuidado del medio ambiente

5.8
Otros instrumentos: Con el fin de perfeccionar los mecanismos contemplados en la Ley la CONAMA, tanto a nivel central como regional, ha desarrollado otros mecanismos de participación, como los llamados cabildos ambientales, reuniones informativas, distribución de folletos y visitas a terreno para recoger las opiniones de la ciudadanía, entre otras.


Resumiendo, podemos afirmar en términos generales, desde el punto de vista del proceso participativo, que los ciudadanos tienen los siguientes derechos, de acuerdo a la legislación ambiental:


Información: la ciudadanía tiene derecho a conocer las decisiones que afectarán su calidad de vida.

Consulta: la ciudadanía tiene derecho a participar oportunamente con sus opiniones y observaciones en forma previa a la toma de decisiones que le afectarán, y a que sus recomendaciones sean consideradas por la autoridad ambiental.

Reclamación: Las personas tienen derecho a presentar un recurso de reclamación ante la autoridad si considera sus observaciones no fueron consideradas o ponderadas adecuadamente.

VI.
Las organizaciones ambientalistas 

En el ámbito de la sociedad civil, la mayoría de las organizaciones no gubernamentales actuales han incorporado la variable ambiental entre sus líneas de acción, al igual que la dimensión indígena y de genero, indispensables para abordar un desarrollo genuino. El objetivo común del movimiento ambiental chileno se ha focalizado, por una parte,  en lograr una toma de conciencia nacional sobre la problemática ambiental y, por otra, lograr que se establezcan políticas para la implementación de un desarrollo social y ambientalmente sustentable en el país.

Una de las principales preocupaciones de las organizaciones ambientales ha sido la participación ciudadana en la gestión ambiental. Bajo distintas perspectivas y a través de diversas metodologías, el trabajo en esta área se ha orientado a la participación en la determinación de políticas y en la gestión ambiental en el ámbito municipal, regional y nacional; acoger y canalizar las iniciativas ciudadanas de carácter ecológico y fortalecer la capacidad de negociación de los ciudadanos en los conflictos ambientales frente a las empresas y al Estado. Las actividades desarrolladas por las organizaciones ambientales a lo largo del país son diversas y abarcan desde la denuncia de impactos ambientales locales, hasta la implementación de proyectos de educación, promoción de hábitos y conductas sustentables  y desarrollo tecnologías limpias.

Si bien en el marco de las libertades democráticas las organizaciones ciudadanas han prosperado, aun existe una carencia de  una política de soporte a las mismas la situación y estabilidad de estas es variada. La dificultada para obtener recursos y el hecho de que muchos de los fondos para la subsistencia de las organizaciones de la sociedad civil provenga de agencias del Estado, trasformándose n ejecutoras de proyectos estatales les resta autonomía, “poniendo en jaque su identidad y desarrollo” y ha debilitado su rol, desperfilandolas e incapacitandolas como entes negociadores frente al Estado.

Al mismo tiempo, el énfasis puesto por estas organizaciones en abordar propuestas desde una perspectiva temática y sectorial (mujeres, indígenas, etc), les ha significado como colectivo la falta de un claro proyecto país y de un consenso en sus estrategias de acción y agenda programática común. Por el contrario, es recomendable y fundamental que estas organizaciones avancen desde agendas temáticas restringidas y aisladas hacia agendas de desarrollo sustentable que integran la dimensión social, económica y ambiental, potenciando al actor ciudadano como protagonista de un proceso transformador de la realidad. 

VII.
Conclusiones

En un contexto en que la ciudadanía adquiere cada día más interés por los temas que afectan su entorno, así como mayor conciencia de los derechos que le atañen como ciudadano, se hace imprescindible desarrollar programas adecuados y eficientes de participación, tanto de parte de las autoridades, como de los inversionistas que presentan proyectos para su evaluación de impacto ambiental.

Pero para llevar a cabo estos programas es necesario entender claramente cuáles son los objetivos de hacer participar a la población.

Entre ellos destacan:

· Cumplir con la legalidad ambiental vigente (Ley de Bases del Medio Ambiente) que exige incorporar a los ciudadanos en las decisiones ambientales.

· Permitir que la población participe más activa y directamente.

· Asegurar la transparencia del sistema.

· Aumentar la calidad de las decisiones ambientales a través del uso eficiente de la información que maneja la comunidad sobre su entorno.

· Facilitar la aceptación de la decisión ante la comunidad, brindando legitimidad y sustentabilidad a las decisiones.

· Evitar conflictos derivados de decisiones incomprendidas o percibidas como impuestas por la comunidad.

· Utilizar, en caso de conflictos, la participación como un mecanismo para detectar y canalizar las diferentes posturas contrapuestas.

· Crear la plataforma necesaria para resolver los conflictos a través de la negociación.

· Perfeccionar las medidas de mitigación en el SElA, así como las etapas de control y seguimiento.

Con respecto a los conflictos ambientales, este punto adquiere especial importancia en un momento en que la forma más común de resolverlos está siendo el enfrentamiento entre las partes, basado, la mayoría de las veces, en la desinformación. Esta situación está generando una dinámica que tiende a las posiciones irreductibles, lo que aleja cualquier posibilidad de llegar a una solución negociada del conflicto.

Además de la negociación, la participación de los involucrados importa porque lo que debe buscarse en las soluciones a los conflictos es una combinación entre calidad técnico-científica y compromiso de las partes y de la población con la solución escogida.

Por  otro lado, para lograr los objetivos descritos, la participación debe cumplir con ciertos requisitos fundamentales; debe ser temprana -que comience lo antes posible- e informada. Al mismo tiempo, deben existir los canales adecuados para entregar y recoger la información.

Si bien los esfuerzos de las autoridades de gobierno, por medio de la CONAMA, actualmente están concentrados en fortalecer y mejorar  los mecanismos institucionales de participación, es fundamenta reconocer y propiciar nuevas instancias de participación, fomentar a través de la educación una cultura de la responsabilidad ciudadana, para crear una sociedad efectivamente más activa, donde todos ganen a través de la toma de mejores decisiones. 
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